
CARTA DE MÉXICO SOBRE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL 

DEL ESTADO 

 

El Foro Iberoamericano de Derecho Administrativo, reunido en la Ciudad de 

México los días 13 y 14 de octubre de 2014, tras el debate de sus miembros sobre 

los aspectos relevantes de la responsabilidad patrimonial del Estado en los 

ordenamientos jurídicos de Iberoamérica, con el fin de contribuir a la construcción 

de un Derecho Administrativo Global, deliberó en torno a los siguientes aspectos 

relativos al tema en los Poderes Públicos de los países iberoamericanos: 

1. La responsabilidad patrimonial del Estado como principio fundamental del 

Estado de Derecho. La responsabilidad patrimonial del Estado en el ejercicio de 

las funciones públicas consiste en un principio fundamental inherente al Estado de 

Derecho, como consecuencia directa de la sumisión del poder público al sistema 

normativo y elemento imprescindible para garantizar la igualdad de los ciudadanos 

frente a las cargas públicas. 

Por lo tanto, se recomienda que los Estados iberoamericanos incorporen a sus 

ordenamientos jurídicos de manera expresa el deber de los Poderes Públicos de 

reparar los daños causados a las personas físicas o jurídicas, nacionales o 

extranjeras. 

2. El Estado Constitucional de Derecho debe excluir la irresponsabilidad del 

Poder Público, sin admitir espacios de impunidad estatal que afecten el deber 

de reparar los daños injustos causados por el ejercicio de sus funciones, no 

sólo de la administrativa sino también de las demás funciones estatales, con 

inclusión de los casos de su funcionamiento regular, siempre que ocasionen una 

violación del principio de igualdad frente a las cargas públicas. 

De conformidad con dicho principio, se recomienda que los Estados 

iberoamericanos adopten reglas legales atributivas de responsabilidad patrimonial 

del Estado por el ejercicio de todas sus funciones, eliminando de sus 

ordenamientos jurídicos las previsiones normativas y prácticas jurisdiccionales 

que acepten espacios de irresponsabilidad estatal.    

3. Autonomía de la responsabilidad patrimonial del Estado frente al régimen 

del Derecho Civil. El régimen jurídico de la responsabilidad patrimonial del 

Estado tiene un perfil propio y diferente de la disciplina que el Derecho Civil 

confiere al tema de la responsabilidad patrimonial entre sujetos privados, habida 

cuenta de la posición vulnerable del ciudadano en su relación con el Estado y la 

existencia de múltiples actividades estatales que pueden afectar a la ciudadanía. 

Los requisitos para la configuración del deber estatal de reparar los daños 

causados, no son los mismos exigidos para generar la responsabilidad patrimonial 

en los términos del Derecho Privado. 



En esa línea, se recomienda que los Estados iberoamericanos establezcan un 

régimen jurídico específico y autónomo para la responsabilidad patrimonial del 

Estado frente a los daños causados a los particulares, que tenga en cuenta las 

peculiaridades de la relación existente entre los sujetos privados y el Estado, 

especialmente: (i) la dificultad del particular de comprobar quien fue el agente 

público autor de los daños sufridos; (ii) la dificultad del particular para comprobar 

la culpa o dolo del comportamiento estatal; y (iii) la necesidad de garantizar la 

solvencia para la reparación de los daños y, por ende, la ejecución de la condena 

judicial. 

4. El Estado no responde patrimonialmente sólo por sus conductas ilícitas, 

sino también por sus actividades lícitas, siempre que el principio de igualdad 

de los ciudadanos frente a las cargas públicas sea afectado, 

independientemente de la existencia de culpa o dolo en las conductas de los 

agentes públicos. En términos de Derecho Público, el Estado responde por sus 

actos ilícitos siempre que: (i) actúe contrariamente a la ley o al Derecho; (ii) 

ocasione un daño material o moral a las personas; (iii) exista un nexo causal entre 

la conducta imputable al Estado y el perjuicio generado. En el ejercicio de su 

actividad lícita, el Estado también puede provocar perjuicios injustos, cuando 

genera un daño especial y anormal sobre la esfera jurídica de quien no tiene el 

deber jurídico de soportarlo, creando con ello una situación de desigualdad de las 

personas frente a las cargas públicas. Así, ni la antijuridicidad, entendida como 

actuación contraria al Derecho, ni la culpabilidad, concebida como la exigibilidad 

de adoptar conductas distintas, constituyen elementos necesarios para configurar 

la responsabilidad patrimonial de los Poderes Públicos, ya que lo fundamental es 

la producción de un daño injusto causado por una conducta imputable al Estado.  

En este aspecto, se recomienda que los Estados iberoamericanos no exijan en sus 

ordenamientos que la víctima del daño producido por el Estado tenga que probar 

la culpa o el dolo como requisito para generar el deber estatal de reparación, ni 

tampoco el requisito de una conducta estatal ilícita. En otras palabras, debiera 

ponerse énfasis sobre el daño sufrido y no sobre su causante para establecer la 

responsabilidad patrimonial del Estado. 

5. En los sistemas jurídicos que establecen la responsabilidad patrimonial 

directa del Estado, si sobreviene la condena del Poder Público para reparar 

el daño, éste tiene el deber – y no la mera facultad – de repetir contra el agente 

responsable, cuando éste actúa de manera dolosa o culposa. La responsabilidad 

patrimonial directa del Estado, si bien representa muchas veces una garantía para 

la víctima del daño, no puede conllevar la impunidad de los agentes negligentes o 

malintencionados. Para evitar que la conducta dañosa se reitere, es necesario que 

la Administración, una vez condenada a reparar el perjuicio, repita contra el agente 

público que lo generó, cuando se pueda comprobar que su actuación fue culposa o 



dolosa, evitando que la responsabilidad directa del Estado funcione como un 

escudo protector ante la ineficiencia o mala fe del servidor público.  

Por lo tanto, se recomienda que los Estados iberoamericanos establezcan en sus 

ordenamientos jurídicos que, una vez condenado el Estado a reparar un daño 

provocado por sus agentes, éste tiene el deber de repetir contra los responsables en 

los casos de su dolo o culpa. 

6. La transgresión estatal de la Constitución o de los tratados y convenciones 

internacionales por acción u omisión genera la responsabilidad patrimonial 

del Estado. El principio de buena administración impone al Estado el deber – y 

asegura a las personas el derecho – de reparación de todos los daños injustos 

causados por violación de los mandatos constitucionales y convencionales, incluso 

en los casos de omisión en el cumplimiento de deberes positivos de actuación. No 

sólo la actuación comisiva contraria a la Constitución y a los tratados 

internacionales, sino también la inactividad en su implementación efectiva pueden 

traer perjuicios injustos a la ciudadanía. 

En consecuencia, se recomienda que los Estados iberoamericanos adopten todas 

las medidas necesarias para el cumplimiento real y efectivo de los principios y 

normas constitucionales y convencionales, incluyendo en sus ordenamientos la 

responsabilidad patrimonial del Estado y adhiriendo a los sistemas de 

responsabilidad internacional por violación de los tratados. 
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